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Inmobiliario, hoteles y capital riesgo: 
los otros negocios de los Cosentino
SURISTER DEL ARROYO/  El ‘family office’ de los Cosentino participa en proyectos inmobiliarios, tiene un hotel 
y es accionista de la Socimi Trajano. La familia invierte además en fondos a través de Baria Investments.

V. Osorio/P. Bravo. Madrid 
Cosentino, la empresa del 
momento en España después 
de que la pasada semana se 
conociera la noticia, adelanta-
da por EXPANSIÓN, de que 
ha contratado a JPMorgan y 
Goldman Sachs para salir a 
Bolsa, es un gigante empresa-
rial con más de 1.400 millones 
de facturación y presencia en 
casi 120 mercados, aunque no 
es el único negocio de su fami-
lia fundadora: los Martínez-
Cosentino. 

Esta saga almeriense ha uti-
lizado los beneficios obteni-
dos con la producción y distri-
bución de Silestone, Dekton y 
el resto de superficies para la 
cocina y el baño que desarro-
lla la compañía, para tejer una 
importante actividad inverso-
ra que incluye sobre todo pro-
mociones inmobiliarias, pero 
también su participación en 
hoteles, Socimis, entidades fi-
nancieras o vehículos de capi-
tal riesgo, entre otros. 

El principal vehículo inver-
sor de los Martínez-Cosenti-
no es Surister del Arroyo, el 
family office de la familia, que 
suma más de 350 millones de 
euros en activos, de los que un 
60% corresponden a inver-
siones inmobiliarias.  

Esta sociedad está contro-
lada por los tres hermanos 
fundadores de Cosentino en 
los mismos porcentajes que 
tiene cada uno en la empresa 
familiar. Francisco Martínez-
Cosentino y su familia tienen 
el 40% a través de la empresa 
Entorno del Faro, el mismo 
porcentaje que controla 
Eduardo Martínez-Cosenti-
no y su familia mediante la so-
ciedad Blanco Almenas. El 
otro 20% es de José Martí-
nez-Cosentino, a través de la 
compañía Vigía del Valle. 

Pilar Martínez-Cosentino, 
vicepresidenta de Cosentino, 
es la apoderada mancomuna-
da de esta sociedad, según  
aparece en el Registro Mer-
cantil, junto a Álvaro de la Ha-
za, un exabogado de Garri-
gues que se unió a Cosentino 
en 2004 y que es vicepresi-
dente y secretario corporativo 
de la empresa, además de di-
rector del family office. 

Mabel Philadephia –junto a la 
familia Matutes–. 

Capital Riesgo 
La familia Martínez-Cosenti-
no creó en 2019 el vehículo de 
inversión Baria Investments, 
que tiene como gestora a Ar-
cano y como depositaria a 
BNP, según la CNMV. El últi-
mo informe de auditoria pu-
blicado de la sociedad, que co-
rresponde a 2020, muestra 
inversiones en dos decenas de 
fondos de Altamar, Portobe-
llo, Artá, MCH, Helia Reno-
vables, New Mountain o Bal-
boa Ventures, entre otros. 

El foco de los intereses de 
Baria se dirige a fondos de in-
fraestructuras, renovables y 
buy out, aunque el vehículo 
también participa en fondos 
de venture capital. La empre-
sa tiene además una partici-
pación en Master Gallus 
(huevos Dagu) y Master Ice-
man (el productor italiano de 
comida congelada Gias). 

Baria, cuya estructura ac-
cionarial replica a la de Suris-
ter del Arroyo y a la del grupo 
Cosentino, generó en 2020 
unos ingresos financieros de 
508.536 euros.

Aelca 
desbloquea  
el desarrollo 
de 1.127 pisos    
en Sevilla
R.Arroyo. Madrid 
Pistoletazo de salida para los 
proyectos residenciales pre-
vistos en los terrenos de la an-
tigua fábrica de vidrio de La 
Trinidad y la algodonera de 
Sevilla para levantar 1.127 vi-
viendas. Aelca, compañía en-
cargada de la gestión de los 
suelos y desarrollos de Árqura 
Homes (Sareb), inicia los pro-
yectos de promoción en estos 
terrenos tras más de diez años 
paralizados. 

Aelca, en representación de 
Árqura Homes como presi-
dente de la Junta de Compen-
sación de la fábrica de vidrio y 
promotor de los proyectos de 
algodonera desde que adqui-
rió el porcentaje mayoritario 
de los terrenos en el año 2019, 
subraya que ha tenido un pa-
pel “clave” en el éxito la tra-
mitación urbanística de am-
bos proyectos. 

Proyectos 
El proyecto de urbanización 
de los terrenos de la antigua 
fábrica de vidrios La Trini-
dad, con un total de 27.145 
metros cuadrados (m2) ubi-
cados en el barrio de La Ma-
carena, acogerá 208 nuevas 
viviendas. La comercializa-
ción de Adrio, la primera pro-
moción de Aelca en este ám-
bito con 40 viviendas, está en 
marcha desde mediados de 
2022, mientras que la de la se-
gunda fase, con 38 viviendas, 
arrancará a lo largo de 2023. 

Por otra parte, el proyecto 
urbanístico en los terrenos de 
la abandonada algodonera de 
Sevilla recuperará y transfor-
mará más de 125.000 m2. El 
desarrollo de este ámbito im-
plicará la construcción de 919 
viviendas, de las cuales 451 se-
rán protegidas.  

“Ambos proyectos urbanís-
ticos son fundamentales y 
cuentan con una intención es-
tratégica para Sevilla, ya que 
no solo significan el desarro-
llo residencial de más de 1.100 
nuevas viviendas, sino la 
oportunidad de poder recu-
perar edificios protegidos con 
un enorme valor patrimonial 
y cultural para la ciudad”, ha 
explicado Pilar Escobar, di-
rectora de expansión y urba-
nismo de la compañía. 

Como adelantó EXPAN-
SIÓN el 28 de diciembre, Sa-
reb compró al fondo estadou-
nidense Värde su participa-
ción del 10% en Árqura Ho-
mes. El acuerdo incluye una 
opción de compra futura de 
Aelca, la gestora de Árqura en 
manos de Värde.

Macenas, el salto a la promoción inmobiliaria
V. Osorio/P. Bravo. Madrid 
La familia Martínez-Cosen-
tino ha participado, a través 
de su family office, en el de-
sarrollo de numerosos pro-
yectos inmobiliarios, pero el 
pasado año dio un paso más 
al comenzar a promover di-
rectamente sus propios de-
sarrollos. 

Surister del Arroyo des-
veló el pasado diciembre su 
proyecto para construir 800 
viviendas, dos hoteles, un 
campo de golf, un club so-
cial, restaurantes y gimnasio 
en Mojácar (Almeria). 

Macenas Mediterranean 
Resort se levantará en un 
suelo que la familia Cosenti-
no compró el pasado julio a 
Sareb y a otros propietarios, 

como Ferrovial, e implicará 
más de 200 millones de in-
versión. Ya se han aportado 
más de 35 millones, inclu-
yendo la compra del suelo. 

El proyecto, que lleva el 
sello del estudio de Rafael 

de la Hoz,  es “a largo plazo” 
con un desarrollo que se ex-
tenderá durante 20 años, se-
gún señaló Álvaro de la Ha-
za, director del family office, 
en una entrevista con EX-
PANSIÓN. 

Uno de los hoteles estará 
más enfocado a eventos y 
convenciones, sumará 160 
habitaciones y abrirá en 
2025. El otro tendrá entre 
80 y 85 habitaciones y está 
previsto para 2030. Las pri-
meras viviendas se desarro-
llarán entre 2023 y 2025 e 
incluirán 200 unidades.  

La inversión prevista pa-
ra la primera etapa del desa-
rrollo contempla 60 millo-
nes de fondos propios y 30 
de financiación externa. 

“Macenas es un proyecto 
clave para la familia. Se 
quiere pasar de empresa fa-
miliar a familia empresaria 
con dos ejes: la sostenibili-
dad y Almería como foco”, 
explicó De la Haza.

Surister del Arroyo, que ab-
sorbió la inmobiliaria Inmo-
sur en 2019, es propietaria del 
100% de Jardines la Tejera, 
un hotel de cuatro estrellas 
ubicado en Olula del Río (Al-
mería), así como de la socie-
dad Pago del Candelaire, cuyo 
objeto social es la “promoción 
de terrenos, obras y edificios”. 

La empresa tiene además 
un porcentaje minoritario 
–entre el 10% y el 25%– de 
numerosos proyectos inmo-
biliarios en Andalucía a través 
de las sociedades Suelia 15, 
Partelia 18, IDS Medina Aza-
hara Residencial o IDS Par-
que Aljarafe Residencial.  

El mayor proyecto en el 
que participa, no obstante, es 
el que implica a Playa Calipso, 
la empresa de la que posee un 
23% y que es responsable de 
Termalia Golf Pechina, un de-
sarrollo que incluye 125 apar-
tamentos turísticos y un cam-
po de golf junto a Almería con 
una inversión de 215 millones 
de euros.  

Además, la familia Martí-
nez-Cosentino tiene a través 
de Surister del Arroyo algo 
más de un 5% de la Socimi 
Trajano, que gestiona los cen-
tros comerciales Nosso 
Shopping Douro (Vila Real, 
Portugal) y Alcalá Magna (Al-
calá de Henares). 

El vehículo familiar ha par-
ticipado también en Tersun 
Solar, Urbanit Poniente y 
Cingrup Habitat, todas ellas 
ya extinguidas, y ha tenido o 
mantiene inversiones en las 
sociedades Luna del Aire, 
Atalaya Superficies Comer-
ciales, Salduba Azul, Banco de 
Crédito Social Cooperativo o 

José, Francisco y Eduardo Martínez-Cosentino, los fundadores del grupo Cosentino.

El vehículo inversor 
familiar controla el 
5,27% de la Socimi 
Trajano, que gestiona 
centros comerciales

Invierte en fondos de 
Altamar, Portobello, 
Artá o MCH a través 
de la patrimonial     
Baria Investments

Imagen del proyecto Macenas Mediterranean Resort.

Surister del Arroyo 
tiene el 100%  
del hotel almeriense 
de cuatro estrellas 
Jardines de la Tejera
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Juande Portillo. Madrid 
La batalla fiscal abierta entre 
algunas comunidades autó-
nomas y el Gobierno central, 
con Madrid y Andalucía a la 
cabeza de la ofensiva contra la 
armonización tributaria terri-
torial impulsada por Hacien-
da, se encamina al terreno de 
los tribunales. En concreto, 
los recursos de inconstitucio-
nalidad anunciados por la 
presidenta madrileña, Isabel 
Díaz Ayuso, y el responsable 
de la Junta andaluza,  Juanma 
Moreno, contra el nuevo im-
puesto solidario a las grandes 
fortunas prometen dirigir la 
contienda al Tribunal Consti-
tucional. Aunque es de espe-
rar que su veredicto tarde 
años en dictarse, un grupo de 
siete renombrados catedráti-
cos de Derecho Tributario 
consultados por el Instituto 
de Estudios Económicos 
(IEE), el servicio de estudios 
de la patronal, ha concluido 
unánimemente que el im-
puesto adolece de cuatro gra-
ves defectos de forma y fondo 
que propiciarán su inconsti-
tucionalidad.    

El análisis ha quedado plas-
mado en el documento El im-
puesto sobre las grandes fortu-
nas: un análisis académico y 
doctrinal de su inconstitucio-
nalidad, un texto de 122 pági-
nas publicado ayer por el ser-
vicio de estudios de la CEOE 
que se convierte en una hoja 
de ruta para los servicios jurí-
dicos de las autonomías inte-
resadas en tratar de tumbar el 
nuevo tributo. Se trata de un 

impuesto que clona el de Pa-
trimonio en clave estatal para 
asegurar la tributación efecti-
va de las grandes fortunas de 
Madrid y Andalucía (que lo 
bonifican al 100%) o Galicia 
(que lo rebaja al 50%). La figu-
ra, aprobada en los últimos dí-
as de 2022, grava al 1,7% el pa-
trimonio desde los 3,7 millo-
nes; al 2,1% aquellos de 5,3 a 
10,6 millones; y al 3,5% los que 
superen esa cota. El tributo 
nace como una palanca ex-
cepcional de recaudación que 
busca ingresar 1.500 millones 
al año al aplicarse sobre la ri-
queza de 2022 y 2023. Luego 
se evaluará su permanencia.  

El IEE subraya que la im-
posición patrimonial es prác-
ticamente inexistente ya en 
los países del entorno, pues 
países como Alemania han 
terminado por suprimir estas 
figuras tras constatar que de-
traen cinco euros de actividad 
por cada euro de recaudación. 
“Es un impuesto innecesario 
por su escasa recaudación y 
su carácter tremendamente 
distorsionador”, máxime en 
un contexto de ingresos pú-
blicos récord, agregó el presi-
dente del IEE, Íñigo Fernán-
dez de Mesa. Los catedráticos 
que firman el informe, varios 
de los cuales participaron en 
la presentación del documen-
to, ponen el foco en los cuatro 
grandes frentes de inconstitu-
cionalidad del impuesto:  

Defecto en la tramitación 
El primer agujero en la línea 
de flotación del tributo, según 

Las 4 bazas de las CCAA para tumbar el 
tributo a las fortunas por inconstitucional
IMPUESTO SOLIDARIO/ Siete catedráticos de Derecho Tributario consultados por el IEE señalan unánimemente que el nuevo 
tributo adolece de serios defectos de forma y fondo que consideran que supondrá su anulación al llegar al Constitucional.

J. Portillo. Madrid 
“Tenemos un problema serio 
porque la aplicación del im-
puesto sobre las grandes for-
tunas podría suponer cam-
bios sustanciales en las reglas 
de comportamiento” de los 
grandes contribuyentes del 
país, pudiendo alimentar la 
recaudación en el corto plazo 
pero reduciéndola a la larga 
cuando desplieguen sus res-
puestas, advierte Juan José 
Rubio Guerrero, catedrático 
de Hacienda Pública de la 
Universidad de Castilla-La 
Mancha y exdirector del IEE. 

“Se van a desarrollar estra-
tegias fiscales tendentes a li-
mitar el impacto del tributo a 
través de mecanismos diver-
sos”, alerta el catedrático, re-
pasando los más comunes. 
De un lado, apunta, los afecta-
dos por el tributo podrían 
proceder a una redistribu-
ción de su patrimonio, posi-
blemente acelerando proce-
dimientos de donación de 
bienes en aquellas comunida-
des donde el impuesto de Su-
cesiones y Donaciones está 
fuertemente bonificado, co-
mo es el caso de Madrid y An-

dalucía. Otras alternativas 
son optar por la transferencia 
de bienes privativos a socie-
dades gananciales para di-
luirlos entre los cónyuges o 
apostar por periodificar los 
rendimientos para optimizar 
el límite conjunto de rentas y 
minimizar la tributación. Una 
fórmula más sofisticada es la 
constitución de una empresa 
familiar, que mantiene la bo-
nificación fiscal de Patrimo-
nio en el nuevo tributo, si bien 
el catedrático admite que “te-
niendo en cuenta los requisi-
tos de aplicación sería una so-

lución de medio plazo”, aun-
que a tener en cuenta dado el 
riesgo de que el tributo tem-
poral acabe perpetuándose.  

Finalmente, claro está, una 
vía para tratar de evitar el pa-
go del impuesto es la desloca-
lización, el cambio de resi-
dencia fiscal a otro país, cam-

po en el que podrían acabar 
beneficiándose vecinos co-
munitarios con modelos de 
atracción de expatriados co-
mo Portugal e Italia.  

Obviamente, lo que no 
puede deslocalizarse son los 
activos inmobiliarios pero el 
experto asevera que las fortu-
nas de más de 100 millones 
prácticamente tienen todo en 
bienes mobiliarios, y que el 
50% del patrimonio general 
de las fortunas de más de tres 
millones también puede ser 
transportado a otros países.  

El cambio de paradigma es 

mayor para los no residentes, 
obligados a tributar ahora pa-
trimonialmente por los in-
muebles en manos de sus so-
ciedades, lo que Javier Mar-
tín Fernández, catedrático de 
Derecho Financiero y Tribu-
tario de la Universidad Com-
plutense de Madrid, cree que 
puede elevar mucho la recau-
dación potencial del tributo. 
En todo caso, matiza, el marco 
legal tiene visos de ser discri-
minatorio a ojos europeos 
porque el mínimo exento 
opera para residentes pero no 
para ellos.

Las vías del contribuyente para sortear el impuesto
Las estrategias van 
desde mudarse de 
país a donar bienes 
o por crear una 
sociedad familiar

La presidenta de Madrid, Isabel Díaz Ayuso, junto con el presidente de Andalucía, Juanma Moreno Bonilla, en un acto del PP.
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el informe, es un defecto de 
forma en torno al modelo de 
tramitación. El nuevo im-
puesto se creó por el inédito 
procedimiento de incorporar 
una enmienda en una propo-
sición de ley de contenido dis-
tinto, concretamente la que 
los grupos del Gobierno ya 
tramitaban para impulsar los 
nuevos gravámenes tempora-
les sobre banca y empresas 
energéticas.   

“Es un fraude de ley”, resu-
me Luis Manuel Alonso Gon-
zález, catedrático de Derecho 
Financiero y Tributario de la 
Universidad de Barcelona, 

que denuncia, de una parte, 
que el Gobierno haya creado 
tres nuevos impuestos sin 
usar la figura del proyecto de 
ley, con el objetivo de acelerar 
plazos, sortear informes pre-
ceptivos como los del Consejo 
de Estado o eludir el plazo de 
audiencia pública del texto.  

Por si fuera poco, el im-
puesto a las grandes fortunas 
se incorpora a la proposición 
de ley como “una enmienda, 
que no se puede enmendar”, 
lo que también priva al diseño 
del impuesto a las fortunas del 
debate parlamentario, faltan-
do al “valor superior, por enci-

ma de los principios, del Artí-
culo 1 de las Constitución que 
se refiere al pluralismo políti-
co”. Más allá, recuerda, el 
Constitucional acaba de fre-
nar la reforma del Poder Judi-
cial precisamente por incor-
porarse en una texto legal aje-
no a este propósito, lo que 
también aplica aquí.  

Invasión de competencias 
Un segundo motivo de in-
constitucionalidad, también 
de forma, se da al vulnerarse 
la reserva de ley orgánica del 
artículo 157.3 de la Constitu-
ción, pues el tributo busca ar-

monizar la fiscalidad autonó-
mica por la puerta de atrás, en 
lugar de mediante una refor-
ma del sistema de financia-
ción de las comunidades. 
“Aquí no hay armonización, 
en el sentido técnico jurídico, 
sino un recorte de las compe-
tencias de las comunidades en 
Patrimonio, sobre todo para 
las que bonifican la cuota. No 
hay unificación, es una res-
tricción de las potestades que 
ejercitan” a través de la crea-
ción de un nuevo impuesto en 
lugar de mediante una ley or-
gánica, aduce César García 
Novoa, catedrático de Dere-
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cho Financiero y Tributario 
de la Universidad de Santiago 
de Compostela. El preceden-
te en este sentido es la crea-
ción por parte del Gobierno 
central de un impuesto estatal 
a los depósitos bancarios, a ti-
po 0% inicialmente y luego 
testimonial, con el objetivo de 
impedir que las regiones im-
pusieran sus propios gravá-
menes efectivos, pero el cate-
drático cree que este caso no 
es similar porque Patrimonio 
ya está regulado como im-
puesto estatal cedido.  

Retroactividad  
La tercera causa es ya de fon-
do, pues el nuevo tributo vul-
neraría el principio de seguri-
dad jurídica al  entrar en vigor 
a finales de diciembre de 2022 
para gravar el patrimonio de 
ese mismo ejercicio, pese a 
que su texto no fue conocido 
hasta el 11 de noviembre. 
“Constituye una retroactivi-
dad de grado medio o impro-
pia, contraria a la doctrina del 
Tribunal Constitucional”, ase-
gura Javier Martín Fernán-
dez, catedrático de Derecho 
Financiero y Tributario de la 
Universidad Complutense de 
Madrid. Residente fiscal es 
aquel que pasa 183 días del año 
en España, recuerda, alertan-
do de que aprobar esta norma 
en la recta final del ejercicio 
“altera sustancialmente las re-
glas del juego” a mitad de par-
tido, e impide a los afectados 
reaccionar a tiempo. El Cons-
titucional, rememora aquí, ya 
denegó en 1997 por este moti-
vo el alza del 100% en la tasa 
sobre el juego a mitad de año.   

Confiscatoriedad 
Finalmente, el informe apun-
ta a la inconstitucionalidad 
del impuesto por su carácter 
potencialmente confiscato-
rio, puesto que puede generar 
imposiciones muy superiores 
al 60% en patrimonios no 
productivos, vulnerando el 
principio de capacidad eco-
nómica. El gravamen del 3,5% 
puede ser más elevado que los 
rendimientos que obtienen 
las fortunas en el contexto ac-
tual, lo que puede llegar a for-
zar a algunos contribuyentes 
a tener que vender parte de 
sus activos para hacer frente 
al nuevo impuesto, concluye 
Juan José Rubio Guerrero, 
catedrático de Hacienda Pú-
blica de la Universidad de 
Castilla-La Mancha y exdi-
rector del IEE. 
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Denuncian errores 
de trámite, invasión 
de competencias, 
retroactividad                      
y confiscatoriedad

M.Valverde. Madrid 
Blanco y en botella: la vicepre-
sidenta segunda y ministra de 
Trabajo, Yolanda Díaz, defen-
dió ayer una subida del Salario 
Mínimo Interprofesional 
(SMI) para este año igual al 
8,2% respecto a la actual cuan-
tía. Es decir, que debería pasar 
desde los 1.000 euros mensua-
les de la actualidad a los 1.082 
mensuales, para 2023. En tér-
minos anuales, por 14 pagas, 
desde los 14.000 a los 15.148 
euros. Así lo dio a entender Dí-
az, cuando dijo que, en esta 
cuestión, está “mirando hacia 
el tramo alto” de la recomen-
dación que el comité de ex-
pertos, nombrados por ella, ha 
hecho al Gobierno sobre la 
evolución que debería tener 
esta renta en 2023. 

Por lo tanto, esa es la subida 
del SMI que Díaz está defen-
diendo dentro del Gobierno, 
porque el Ejecutivo no ha di-
cho nada al respecto. Curiosa-
mente, un incremento del 
8,2% es un poco más del doble 
de lo que plantean la CEOE y 
Cepyme, que defienden una 
subida del 4%. Es decir, pasar 
desde los 1.000 a los 1.040 eu-
ros mensuales.  

Sin embargo, la propuesta 
del Ejecutivo es inferior a lo 
que piden los sindicatos, que 
es una mejora del 10%. Por lo 
tanto, CCOO y UGT reclaman 
que la renta aumente a 1.100 
euros mensuales, que por ca-
torce pagas son 15.400 euros 
anuales. 

Díaz concibe el salario mí-
nimo interprofesional como 
un instrumento importante 
de combatir la pobreza. Máxi-
me, cuando la inflación sigue 
siendo elevada, con una tasa 
interanual del 5,7%, en el indi-
ce general, pero del 7%, en la 
cifra subyacente. Es decir, sin 
tener en cuenta los alimentos  
frescos y los precios de los car-
burantes. Por esta razón, Díaz 
dijo: “Vamos a tener una subi-
da del SMI y conocen mi voca-
ción, es la mejor medida y la 
más eficaz para combatir la 
pobreza laboral, que sustan-
cialmente afecta a jóvenes y 
mujeres”. 

No obstante, la vicepresi-
denta no aclaró si el Gobierno 
subirá el SMI antes de que 
concluya el mes y tampoco si 
convocará a los agentes socia-
les esta semana para cerrar es-
ta negociación. La vicepresi-

Díaz aboga por subir el salario 
mínimo a 1.082 euros al mes
DIÁLOGO SOCIAL/  La vicepresidenta defiende un incremento de la renta del 8,2%, como “el tramo alto” 
planteado por los expertos. Calviño: la subida del SMI debe ser compatible con la creación de empleo.

Concentración de inspectores de Trabajo ayer, en Madrid.
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denta primera y ministra de 
Economía, Nadia Calviño, fue 
menos precisa que Díaz sobre 
la subida del SMI. “Tenemos 
que subirlo para 2023”, asegu-
ró Calviño. Y, así, añadió que 
se debe encontrar una cifra 
que “nos permita seguir con 
un proceso positivo de crea-
ción de empleo, pero compati-
ble con la recuperación de la 
capacidad adquisitiva de los 
salarios en nuestro país”. 

Por su parte, el presidente 
de CEOE, Antonio Garamen-

di, advirtió ayer al Gobierno 
de que con el incremento del 
SMI  “obliga” a subir los sala-
rios a todas las empresas, pero 
“no todas las empresas van 
bien. Estamos en un año elec-
toral y no vamos a encontrar 
soluciones mágicas”,  dijo Ga-

ramendi, dando a entender 
que al Gobierno se le puede 
ocurrir cualquier cosa en la 
política económica, con tal de 
arrancar votos. 

En un acto de la CEOE en 
Zaragoza, el dirigente empre-
sarial reprochó al Ejecutivo  
que no permita que las empre-
sas con mano de obra intensi-
va suban precios en los con-
cursos públicos, mientras el 
salario mínimo sube todos los 
años. Hay contratos de servi-
cios de empresas con adminis-

traciones públicas en los que 
el salario mínimo ha subido 
un 35%, pero en cambio, las 
administraciones “se niegan” 
a actualizar el importe de di-
chos contratos, como es el ca-
so de los sectores de la limpie-
za, la seguridad o la comida en 
colegios y hospitales. “Si no 
atiende a estos sectores, y a la 
agricultura, el Gobierno hace 
un flaco favor a España”, dijo 
el empresario.

Garamendi reprocha 
al Gobierno que la 
subida del SMI cree 
un coste inasumible 
para muchas firmas

No funciona el instrumento que la 
vicepresidenta segunda y ministra de 
Trabajo, Yolanda Díaz, quiere emplear 
en la lucha contra el fraude en la 
contratación laboral, el empleo y en la 
Seguridad Social. Los sindicatos de la 
Inspección de Trabajo se concentraron 
ayer ante las sedes del Ministerio de 
Trabajo en toda España para protestar  
por las condiciones laborales, la falta de 
funcionarios y de medios materiales 
con los que trabajan. La protesta tuvo 
lugar dos días antes de la segunda 
jornada de huelga que los inspectores 
han convocado para mañana, 
miércoles 25. Los sindicatos acusan a 
Díaz de incumplir el acuerdo al que 
llegó con ellos el 7 de julio para, 
precisamente, frenar una jornada de 

huelga en el sector que habían 
convocado entonces. Por esta razón, 
los funcionarios mostraron ayer su 
“hartazgo” por lo que, en su opinión, es 
un incumplimento de un compromiso 
por parte de la vicepresidenta Díaz. 
Bien es verdad que, al final, es la 
ministra de Hacienda y Función 
Pública, María Jesús Montero, la que 
parece que está frenando la 
convocatoria de nuevas plazas de 
inspectores y los recursos necesarios 
para ello. En todo caso, Díaz ha 
prometido aumentar el número de 
funcionarios en 600 personas en los 
tres próximos años. La Inspección 
también se ha dotado de inteligencia 
artifical para luchar contra el fraude. En 
estos momentos hay 3.000 

funcionarios, entre inspectores, 
subinspectores y personal 
administrativo de apoyo. “El Gobierno 
no puede seguir desoyendo el conflicto 
existente”, dijeron ayer  
todos los sindicatos del sector, como  
CCOO, CIG, CSIF, Sitss, Sislass, UGT, 
UPIT y Usess, a través de un 
comunicado. Las organizaciones 
dijeron que las protestas “tienen un 
seguimiento masivo” y advirtieron a 
Díaz de que “están dispuestos a seguir 
protestando hasta que el Gobierno 
cumpla el acuerdo” alcanzado el 7 de 
julio de 2021. Los sindicatos de la 
Inspección de Trabajo pidieron a 
Yolanda Díaz y a María Jesús Montero 
que materialicen el acuerdo e impulsen 
la modernización del cuerpo.

Los inspectores de Trabajo van mañana a la huelga 
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LAS EMPRESAS QUE SE VIERON ABOCADAS AL ERTE
Compañías que solicitaron ERTE durante la pandemia en 2020 por CCAA. En %.

Fuente: Colegio de Registradores

La Rioja

21,1

Andalucía

19,0

Aragón

20,0

Asturias

24,5

Baleares

20,6

Canarias

24,6

Cantabria

23,0

Castilla-La Mancha

20,0

Castilla y León

20,7

Cataluña

19,0

Com. Valenciana

19,4Extremadura

17,6

MEDIA

NACIONAL

19,0

Galicia

21,0

Ceuta y Melilla

27,2

Madrid

15,2

Murcia

13,2

Navarra

20,2

P.Vasco

21,4

Por encima
de la media
Igual o por
debajo de la media

517.000 empresas 
recibieron auxilio 
público en pandemia
INFORME/ Una de cada dos compañías se benefició de algún 
tipo de ayuda para capear el temporal, según los registradores.

J.D. Madrid 
Han pasado casi tres años 
desde que el Covid arrasó la 
economía, pero sus secuelas 
aún se dejan sentir en el tejido 
empresarial. Más de medio 
millón de empresas (517.000, 
en concreto) recibieron algún 
tipo de ayuda pública en 2020 
para hacer frente al shock, el 
mayor sufrido en décadas. 
Esa cifra representa algo más 
de la mitad de las empresas 
que ese año presentaron sus 
cuentas en el Registro Mer-
cantil. Así lo recoge un infor-
me presentado ayer por el Co-
legio de Registradores en el 
que, con una visión retrospec-
tiva, se analizan las repercu-
siones empresariales de las 
medidas públicas de ayuda 
durante la pandemia y que, 
dada su naturaleza,  no inclu-
ye datos sobre el colectivo de 
autónomos, uno de los más 
golpeados por la crisis. 

Las ayudas llegaron al teji-
do empresarial esencialmen-
te en forma de ERTE, pero 
también de avales ICO, de 
moratorias en el pago de cré-
ditos o de ayudas al alquiler. 
Así, el informe muestra que 
una de cada cinco empresas   
(el 19%) se vio obligada a re-
currir a los ERTE  para afron-
tar el parón de la actividad, 
proporción que en algunas 

CCAA fue aún mayor: en Ca-
narias, Asturias y Melilla fue-
ron una de cada cuatro (el 
25%). Por contra, Murcia, con 
el 13,2%; Madrid, con el 
15,2%, y Extremadura, con el 
17,6%, fueron las autonomías 
que menor uso hicieron de es-
te instrumento. El informe re-
fleja que la duración media de 
los ERTE fue superior a los 5 
meses para las pymes (158 dí-
as) y algo mayor para las gran-
des empresas (167 días), en un 
contexto en el que la pande-
mia castigó con mayor dureza 
a unos sectores sobre otros. El 
más damnificado fue el hoste-
lero, que se vio obligado a uti-
lizar los ERTE en más de la 
mitad de sus empresas.  

Sobre el impacto de las ba-
jas laborales por Covid, estas 
se cebaron en aquellas activi-
dades con mayor necesidad 
de contacto interpersonal, co-
mo la industria manufacture-
ra (un 16%) y la Sanidad 
(14,4%), seguidas de la hoste-
lería (12,8%). Por tamaño de 
empresa, las bajas alcanzaron 

proporciones muy significati-
vas en las pymes, con un 
27,5% del total, mientras que 
en las grandes empresas ese 
porcentaje fue del 16,1%. 

Junto a los ERTE, las em-
presas también se vieron obli-
gadas a proporcionar medi-
das de alivio a sus arrendata-
rios ante el coma inducido en 
la actividad. Así, un 20,9% de 
las empresas concedió ayudas 
a sus arrendatarios para so-
brellevar la crisis, ya fuera 
mediante la rebaja de las ren-
tas de alquiler, la reestructu-
ración de deudas o ambas me-
didas, entre otras. Eso en el 
sector privado, ya que la pro-
porción de empresas que re-
cibió ayudas públicas para el 
alquiler de su local apenas al-
canzó el 0,3%. 

Sobre los avales ICO, las 
principales usuarias fueron 
las empresas de transporte y 
almacenamiento (alrededor 
de una de cada cuatro), segui-
das de la hostelería, con el 
13,9%. El porcentaje medio 
concedido sobre lo solicitado 
fue del 91% en las pymes y del 
89% en las grandes empresas. 
Los préstamos y avales repre-
sentaron el 42% de las ayudas 
declaradas, mientras que los 
aplazamientos de pago o las 
moratorias de créditos supu-
sieron el 23%. 

España se consolida como 
el cuarto país europeo con 
un mayor nivel de deuda
Pablo Cerezal. Madrid 
El volumen de deuda pública 
en España se ha reducido con 
fuerza en los últimos años, 
más por efecto del rebote del 
PIB que por una reducción 
del déficit que se está demo-
rando demasiado, pero queda 
muy por encima de los niveles 
previos a la crisis. Y, de hecho, 
desde 2019 el país ha ido esca-
lando posiciones en el entor-
no europeo, hasta el punto de 
que actualmente queda en el 
115,6% del PIB, de acuerdo 
con los datos publicados ayer 
por la agencia estadística co-
munitaria, Eurostat, solo por 
detrás de Grecia (178,2%), Ita-
lia (147,3%) y Portugal 
(120,1%). Algo que, junto con 
el recurrente desfase de las 
cuentas públicas, la sitúa ade-
más como uno de los países 
más vulnerables a la escalada 
de los tipos de interés según 
las agencias de ráting. 

La deuda pública española 
se sitúa al cierre del tercer tri-
mestre del año 2022 en 1,504 
billones de euros, el 115,6% 
del PIB. Aunque el volumen 
de pasivos en manos de la Ad-
ministración se ha incremen-
tado en 28.431 millones res-
pecto a los tres meses anterio-
res, su proporción respecto al 
PIB ha caído en medio punto 
por efecto del crecimiento de 
la economía, que todavía si-
gue siendo intenso debido a 
que la actividad continúa por 
debajo de las cifras previas a la 
pandemia. Sin embargo, el 
ajuste se ha reducido muy sig-
nificativamente en los últi-
mos trimestres, conforme ese 
crecimiento menguaba. Así, si 
la deuda llegó a caer a un rit-
mo de 3,6 puntos cada tres 
meses en 2021, ahora apenas 
lo hace a una séptima parte de 
esta velocidad. 

 De hecho, la deuda espa-
ñola se reduce a un ritmo más 
moderado que el resto de los 
países europeos, que regis-
tran una caída de 1,2 puntos 
porcentuales, en promedio. Y 
también su deuda es algo más 
ligera, ya que asciende al 
85,1% del PIB comunitario. Y, 
lo que es más, en los últimos 
años España se ha consolida-
do como el cuarto país más 
endeudado de Europa, supe-
rando a Francia (113,4%), Bél-
gica (106,3%) y, anteriormen-
te, a Chipre (91,6%). 

Esta escalada se debe a dos 
factores combinados. Por un 
lado, la caída de la economía 
española durante la crisis del 
coronavirus fue más profun-

da que la del resto de países y, 
a día de hoy, es la única que 
todavía no ha recuperado las 
cifras previas a la pandemia. 
Por otro, también es uno de 
los países que más ha incre-
mentado su déficit estructu-
ral, más allá del shock inicial 
que supuso la paralización de 
la actividad en 2020 y la nece-
sidad de activar un “escudo 
social” para proteger a los ciu-
dadanos del desplome econó-
mico. 

Todo ello ha provocado 
que en los tres últimos años la 
deuda pública española haya 
incrementado en 15,4 puntos 
del PIB, la mayor cifra de toda 
Europa, seguida de Francia 
(14 puntos), República Checa 
(13,9), Rumanía (12,8), Malta 
(12,3) e Italia (10,9). Unas ci-

fras que quedan bastante por 
encima de la media comuni-
taria (6 enteros). De hecho, 
hay siete países que, a pesar 
de las dos crisis sufridas en los 
últimos tres años (la de la pan-
demia y la inflacionaria) han 
reducido su nivel de deuda 
respecto a 2019, como es el ca-
so de Irlanda (12,2 puntos), 
Grecia (4,5), Dinamarca (3,7), 
Croacia (2,4), Chipre, Suecia 
(1,8) y Países Bajos (0,2). 

Vulnerabilidad 
Este elevado nivel de deuda y 
su rápido incremento sitúan a 
España en una posición de 
gran vulnerabilidad frente a la 
escalada de los tipos de inte-
rés que ya se está producien-
do, según la agencia de ráting 
Moody’s. De hecho, el coste 
de la deuda pública a diez 
años se sitúa en el 3,2%, seis 
veces más que el año pasado, 
y España tiene que renovar en 
los próximos doce meses el 
17% de su cartera, una de las 
cifras más elevadas de Europa 
junto con Italia.

UNA DEUDA DESBOCADA
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La deuda pública ha 
escalado 15,4 puntos 
del PIB desde 2019, 
la mayor subida           
de toda Europa

Canarias y Asturias, 
donde las empresas 
acudieron más  
al ERTE; Murcia y 
Madrid, donde menos


